Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Son las 17:05). 


DEn virtud de que los señores presidente y vicepresidente de la comisión no se encuentran 
presentes, corresponde designar un presidente ad hoc. 


SEÑORA PASSADA.- Propongo a la señora senadora Moreira. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

014 en 5. Afirmativa. 

(Ocupa la presidencia ad hoc la señora Constanza Moreira). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Son las 17:06). 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes). 


«Carpeta n.* 795/2017. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, por el 
que se designa con el nombre ULíber Falco! el Liceo n.* 26 de la ciudad de Montevideo, a propuesta 
de alumnos, docentes y la comunidad de vecinos del centro docente. Cuenta con el apoyo del equipo 
de dirección y con informes favorables de las autoridades de la Administración Nacional de Educación 
Pública». 


La señora senadora Passada me advirtió que sería conveniente darle cierta celeridad al 
nombramiento de este liceo Mal que concurrít, ubicado en el barrio Jacinto Vera, en las inmediaciones 
de la avenida General Flores y Bulevar Artigas. 


SEÑORA PASSADA.- La verdad es que toda la comunidad educativa [incluidos los 
estudiantes tienen interés en que este proyecto de ley sea aprobado. En ese liceo se está están 
haciendo reformas, incluso hay una plaza, y ellos están planificando una actividad no solo a nivel liceal 
sino barrial. Para ello tienen que hacer trámites que llevan su tiempo y están precisando que el liceo ya 
tenga su nombre. 


Quiero aclarar que el proyecto de ley ya cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes, donde fue aprobado por unanimidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
05 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores senadores no tienen inconvenientes, me gustaría ser miembro informante, ya 
que como dije" fui al liceo «Armando Acosta y Lara Díaz» así se llama actualmente y es oportuno 
el cambio de nombre!” desde el año 1972, cuando fue inaugurado. 


(Apoyados). 


USe pasa a considerar el proyecto de ley por el que se declara el 13 de enero «Día de la 
Primera Bandera de José Artigas». 


SEÑOR SARAVIA.- En la sesión pasada, luego de recibir a las delegaciones que vinieron a informar y 
a hacer aportes a este proyecto de ley, le planteamos al señor presidente Carámbula nuestro interés en 
hacer una consulta al Ministerio de Educación y Cultura para que nos dé su opinión antes de ponerlo a 
votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, a raíz de la propuesta realizada por el señor senador hicimos la 
consulta, pero el ministerio todavía no ha contestado. 


Estamos esperando que en la próxima sesión las autoridades del ministerio (Jaunque el 
Archivo General de la Nación y el Archivo Artigas dependen del ministerio] formalmente nos manden 
su parecer. 


Recibimos ahora a integrantes de la Asociación Uruguaya de Egresados Terciarios de la 
Educación Pública, quienes solicitaron audiencia para referirse al Fondo de Solidaridad. 


Quiero comentarles a los señores senadores que como debo retirarme a las seis, propongo 
otorgarles tiempo a los invitados hasta las cinco y media para que informen. 


Es de hacer notar que la Audetep reúne a egresados de la Universidad de la República y de 
las carreras terciarias de la UTU y de la UTEC. Sus representantes dicen que vienen llevando a cabo 
acciones con relación al Fondo de Solidaridad. 


Los hacemos pasar, entonces. 


(Ingresan a sala los representantes de la Asociación Uruguaya de Egresados Terciarios de la 
Educación Pública). 


¡Buenas tardes. Estamos recibiendo a las autoridades de la Audetep. Nos acompañan la 
doctora Adriana García Quintana, presidenta, e integrantes de otras instituciones. Les solicitamos que 
se identifiquen para lograr una correcta toma de la versión taquigráfica. 


Tendríamos hasta las cinco y media para hacer la exposición para que luego los senadores 
puedan hacerles preguntas. 


Sin más, les damos la palabra. 


SEÑOR KREIMERMAN.- Buenas tardes. Mi nombre es Federico Kreimerman, integro el Consejo 
Directivo Central de la Universidad de la República por el orden de Egresados. 


Quiero hacer notar que esta reunión fue pedida hace un tiempo por la señora Adriana García, 
presidenta de Audetep, pero debido a varias reuniones realizadas entre distintas gremiales y 
representaciones de profesionales que existen en el Uruguay, hemos llegado a un consenso que es la 
propuesta que les traemos hoy. Ella reúne a quienes integramos, por los profesionales, el orden de 
Egresados de la Universidad; a Audetep, como dije inicialmente; a la Agrupación Universitaria del 
Uruguay, cuyos representantes están aquí con nosotros [lel arquitecto Amándola es su presidente! 1, y 
a la Intergremial, que reúne a otros gremios de profesionales por fuera de la Agrupación Universitaria. 
A su vez, me acompañan algunas autoridades de algunos de los gremios de profesionales del país. Así 
pues, nos acompañan representantes de la Asociación de Ingenieros del Uruguay, del Colegio de 


Abogados del Uruguay, de la Asociación de Escribanos del Uruguay, del Sindicato Médico del Uruguay 
y de la Asociación de Ingenieros Agrónomos del Uruguay. Espero no olvidarme de nadie. 


Este es el detalle de quienes estamos ahora aquí, más completo que el de la reunión pedida 
inicialmente. Trataré de exponer la situación en menos de quince minutos, así otros compañeros 
también pueden hacer uso de la palabra. 


Les vamos a entregar una carpeta en la que encontrarán una propuesta consensuada entre 
todos los que estamos aquí y también anexos (¡que luego voy a explicar] con propuestas particulares 
de algunas asociaciones a las que representamos. Creo que la forma más fácil de explicar todo esto es 
haciendo una breve historia del Fondo de Solidaridad, desde su creación hasta el momento actual. 


Como todos saben, el Fondo de Solidaridad fue creado en el año 1994, como persona jurídica 
de derecho público no estatal y con el objetivo de administrar y gestionar becas para estudiantes de 
nivel terciario. Se creó con esas características, debiendo aportar aquellos profesionales en ejercicio de 
su profesión. Esta condición particular fue modificada en el 2002 y pasaron a tributar todos los 
profesionales que tuvieran título expedido por la Universidad de la República, dejándose de lado la 
distinción entre si se ejerce o no. Esa es la realidad que perdura hasta el día de hoy. 


En la rendición de cuentas del 2012, a ese grupo de profesionales que son gravados por el 
Fondo de Solidaridad, se incorporó a los egresados de la UTEC, recién creada en ese momento y del 
Consejo de Educación Técnico Profesional de la ANEP. La última modificación data de la ley de 
presupuesto del 2015, cuando se extendió de 25 a 35 años el período de aporte para un profesional y 
se modificaron las franjas, dividiéndolas y aumentando algunos de esos aportes. Esto lo van a 
encontrar en una tabla que figura en la primera página de nuestra propuesta. 


A su vez, producto de una ley diferente, existe lo que se llama el adicional al Fondo de 
Solidaridad, creado en la rendición de cuentas del 2001, durante el gobierno del doctor Jorge Batlle, 
que rige desde el 2002. Este adicional tiene una finalidad distinta porque así como el fondo se utiliza 
para otorgar becas, el adicional complementa el presupuesto de la Universidad de la República. Si bien 
una parte de este monto se retiene para cubrir los gastos de administración del fondo, el resto se 
vuelca a rentas de la Universidad de la República, con algunas restricciones que marca la ley en 
cuanto a su utilización. Lo cierto es que, básicamente, lo destina a obras y mantenimiento de 
infraestructura. Ahora me voy a referir a los fundamentos de la propuesta que traemos hoy aquí. 


El primero, tiene que ver con un cambio realizado en el 2002, vigente hasta hoy, en el sentido 
de que se cobre este aporte por tener un título expedido por la Universidad de la República y no por 
ejercer la profesión. Para nosotros se está cobrando por haber cursado estudios terciarios en la 
educación pública, lo que vulnera lisa y llanamente la gratuidad consagrada tanto en la Constitución, 
como en la ley general de educación del 2008 y, en el caso de la Universidad de la República, su ley 
orgánica que es clara con respecto a esto. Por lo tanto, la normativa vigente implica que se cobra por 
tener un título universitario de la educación pública. Este es el primer tema de relevancia que nos ha 
llevado a hacer los planteos. Esto también se fundamenta al analizar la realidad y comparar el sistema 
público con el privado. Los egresados de las universidades privadas no tienen que aportar el Fondo de 
Solidaridad y, obviamente, tampoco al adicional. Cuando uno pregunta la razón de esto, surge el 
argumento de que quienes cursaron sus estudios en la educación privada ya pagaron por ella, lo que 
fundamenta que se está cobrando a quien no pagó porque estudió en la pública. A su vez, la normativa 
vigente actual permite una situación que va más en detrimento de la Universidad de la República 
porque la ley solo tiene en cuenta el lugar de expedición final del título. Esto permite que una persona 
realice el 99% de su carrera en la Universidad de la República y se cambie, en la última asignatura, en 
el último examen o en el último semestre, a cualquier universidad privada, obteniendo allí el título, 
donde no le van a cobrar una matrícula entera por toda la carrera, sino por esa porción que realice en 
esa institución; con eso luego no tiene por qué pagar el fondo de solidaridad ni el adicional. Esa 
situación sucede actualmente porque la ley así lo permite. 


El segundo argumento tiene que ver con la vulneración de la equidad a través de la forma en 
que el sistema actual recauda. Eso está explicado con claridad en la propuesta. Es un sistema que se 
basa en montos fijos, iguales y sin distinción de nivel de ingresos ni posibilidad de inserción de cada 
carrera en el mercado laboral. Hoy paga lo mismo (Isaliéndome un poco de la formalidad un 


egresado de ingeniería o medicina, con título de posgrado, que uno de humanidades o bellas artes. 
Pongo ejemplos de cosas obvias, con distinto nivel de remuneración en el mercado laboral. Entonces, 
pagan lo mismo carreras distintas. Por ejemplo, el adicional solamente distingue entre carreras de 
cinco y más años y de menos de cinco años, con la particularidad de que en el caso de los planes de 
estudio actuales “Jalgunos han sido modificados, llevándolos a cuatro años", existe un decreto que 
dice que se debe pagar según la duración que tenían al momento de promulgación de la ley. Así que 
hay personas que hoy ingresan a carreras de menos de cuatro años, pero pagan por aquellas de cinco 
o más años porque el decreto las retrotrajo al año 2001. Además, lo que refuerza esta inequidad es 
que a partir de la ley de 2006 se creó en el país un sistema tributario distinto a través del IRPF, que 
busca gravar según la capacidad contributiva de cada persona, pero dejó de lado, fijo y en pie, todo 
este sistema, que grava igual situaciones diferentes, volviendo aún más regresivo el formato, ya que un 
monto fijo representa, para quien tiene ingresos menores, una porción mayor que para quien tiene 
ingresos más elevados. Por lo tanto, planteamos, por un lado, que las cosas como están 
conceptualmente vulneran la gratuidad y, por otro, que la forma actual de recaudación vulnera la 
equidad. 


Es importante hacer referencia a los actuales gastos de administración del Fondo de 
Solidaridad. Esta es una estructura que está en paralelo a la DGI, a todo el sistema que se encarga de 
la recaudación impositiva en el país. Ese sistema de administración actualmente tiene un costo de $ 
80:000.000, lo que representa el 8,4 % de lo que se recauda de aporte basado en la solidaridad. De ahí 
mismo salen los dineros para soportar la estructura. En consecuencia, también pretendemos que eso 
sea revisado y modificado. 


Sobre el adicional cabe decir que fue promovido en un contexto de crisis del país; en los años 
2001 y 2002 había un contexto distinto al actual, que incluso ha sido diferente a lo largo de los últimos 
años. En el primer anexo van a encontrar la resolución del Consejo Directivo Central de la Universidad 
de la República. Esto lo menciono porque si la universidad obtuviese el dinero solicitado para su rubro 
de obras y mantenimiento, no necesitaría lo que hoy le ingresa por el concepto del adicional. Por lo 
tanto, atamos la eliminación del adicional a la correcta asignación de los presupuestos que la 
Universidad de la República solicita; esto no lo voy a explicar yo porque ya concurrirá aquí la 
delegación, junto con el Rector, a hacerlo en el pedido presupuestal. Incluso, ya lo han explicado 
porque es el mismo que se hizo en el año 2015, que los senadores ya conocen y tienen a su 
disposición. Creemos que es fundamental la correcta asignación del presupuesto y la eliminación del 
adicional como su consecuencia. 


Está claro que esto implica mayor erogación de gastos hacia la Universidad de la República. 
Cabe decir, a modo de información, que con las modificaciones realizadas el año pasado en la 
Rendición de Cuentas en el llamado «Plan de consolidación fiscal», se aumentó la recaudación del 
IRPF, tanto por el aumento en alguna de sus franjas como por la quita de algunas deducciones, en un 
28 %, lo que significa más de USD 370:000.000 anuales. Son números que se pueden corroborar en 
las páginas de la DGI o del Banco Central. Y lo que costaría el adicional rondaría los USD 13:0000.000. 
Por lo tanto, creemos que es una solicitud atendible en el marco de los nuevos ingresos que el Estado 
está teniendo, por un IRPF que los profesionales también aportamos. 


Nosotros aspiramos a modificar de fondo el sistema. Es por eso que lo que encontrarán aquí 
son algunas propuestas tendientes a lograr un estado de transición para modificar cosas que creemos 
que deben transformarse con urgencia porque entendemos que provocan serios problemas a muchos 
profesionales. Como ya he dicho, es injusta la forma en que se recauda. También van a encontrar una 
propuesta de sistema nacional de becas, que creemos es a lo que se debe apuntar porque así figura 
en la Ley General de Educación aprobada en el año 2008; entendemos que el sistema de becas no es 
la actual figura que tiene el Fondo de Solidaridad, con un sistema de derecho privado no estatal. Hay 
una forma de recaudación propuesta por la Audetep, que se llama Fonabec ¡Fondo Nacional de Becas 
para estudios terciarios(], que fue pensada para buscar una solución a largo plazo. 


Como cosas concretas, creemos que debe ajustarse el tiempo total de aportes de los 
profesionales a veinte años y que el mínimo imponible (que hoy está en 8 BPC, que son $ 28.000 
debería elevarse a 16 BPC, que son $ 57.00, que es el mínimo a partir del cual se comienza a pagar 
cualquiera de estos aportes y que es el equivalente a una canasta básica familiar. También creemos 
que debería modificarse conceptualmente el hecho de que se pague por tener título y no por ejercer la 
profesión. 


SEÑORA GARCÍA QUINTANA.- Como decía mi compañero, nosotros presentamos un proyecto de 
reforma porque creemos que el Uruguay merece una política de Estado de becas para que no queden 
en manos de un grupo determinado de profesionales. Por eso lo llamamos Fonabec. Lo que 
planteamos es un paso intermedio para llegar a estructurar una política de Estado, tal como existe en 
tantas otras partes del mundo, donde esto se hace a través del sistema financiero de cada país. 


Asimismo, proponemos bajar los años de aportes [les un disparate que los profesionales 
tengan que pagar durante treinta y cinco años por haber estudiado en una universidad gratuitaí] y 
desmantelar la burocracia del Fondo de Solidaridad. Actualmente, el sistema burocrático del Fondo de 
Solidaridad se está llevando más de USD 2:000.0000 en manutención, lo que equivaldría a 
aproximadamente ochocientas becas más al año. Eso nos parece una barbaridad porque es dinero que 
se lleva del aporte de los profesionales, porque el dinero no viene de Rentas Generales ni de ningún 
otro sitio. También pretendemos que el sistema vuelva a la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, 
como en sus inicios, con una mesa honoraria conformada por cinco integrantes: uno del Ministerio de 
Educación y Cultura, uno de la UTU, uno de la UdelaR, uno de la UTEC [Jque son los que están 
implicados en las becas y un representante de las asociaciones profesionales. Este último sería 
rotativo en forma anual para que todos tengan su representación en algún momento. De esta forma se 
pretende llevar el presupuesto del Fondo de Solidaridad a lo que era en sus inicios, en 1994, cuando 
representaba el 1,8 %. Si hoy contamos el adicional, está en un 7,4 %, cuando la ley establece que 
debería ser de 7 %. Si no contamos el adicional (dado que este va casi íntegro a la UdelaR!', está 
arriba de un 11 %. Consideramos que es un gasto demasiado grande que no tenemos por qué asumir. 
Es así. 


Hemos consensuado esta propuesta [lle hemos agregado y quitado algunas cosas con todas 
las demás asociaciones profesionales] como paso intermedio para llegar a una política de Estado de 
becas, que esperamos que se haga realidad en el Presupuesto Nacional del año 2020. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Si miramos los ingresos del balance del Fondo de Solidaridad del año 
pasado, vamos a ver que hay $ 978:000.000. De esos $ 978:000.000, el aporte al fondo por parte de 
los profesionales fue de 58 % y el adicional de 39 %. Si miramos los gastos operativos vamos a ver 
que están en $ 80:000.000; quiere decir que son muy altos en relación al tema de las becas. 
Básicamente, esto significa que tenemos una persona pública no estatal que resulta muy cara para los 
fines para los que fue creada. Además, no solo ha sido cara sino que debe tener el récord de 
demandas en los tribunales de apelación en lo civil por su actuación administrativa. Con un grupo de 
investigación de la facultad de derecho hemos estudiado bastante esta situación, a pesar de que el 
fondo nos negó parte de la información que le habíamos solicitado bajo la Ley de Hábeas Data. De 
todas formas, es evidente que existe una serie de limitaciones a los derechos humanos. Hay una 
sentencia del año 2015 en la que la Suprema Corte de Justicia declaró inconstitucional la retención del 
cien por ciento del salario de una psicóloga, invocando el artículo 53 de la constitución. Como no le 
pagó al fondo no podía cobrar ningún tipo de remuneración, en ese caso, su sueldo. Incluso, entiendo 
que esa sentencia es aplicable a las facturas de cualquier tipo de profesional. En el año 2002 el 
legislador le dio al fondo muchas facultades para que la recaudación estuviera asegurada, pero 
entendemos que además de esas facultades y de la posibilidad de limitar el derecho de las personas, 
la inversión en gastos operativos alcanza una suma muy importante. Pensamos que el fondo debería 
volver a una administración más austera y, a tales efectos, proponemos que vuelva al Estado len este 
caso, al Ministerio de Educación y Cultural y que el nuevo funcionamiento permita otorgar más becas 
sin que se grave tanto a los profesionales. No lo decimos tanto por el aumento mensual del monto sino 
por los años que hay que tener esta carga paratributaria. Lo más razonable sería que funcionara de 
forma mucho más económica y adecuada a los fines de la institución. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Al igual que el señor Kreimerman, soy representante de la Asociación de 
Ingenieros del Uruguay y estoy de acuerdo prácticamente en un cien por ciento en todo lo que se ha 
planteado. Brevemente, quiero remarcar un aspecto. La educación terciaria es diferente a la 
enseñanza primaria y a secundaria en cuanto a que, para invertir en la universidad o en la educación 
superior, se grava a un sector de la población: los egresados de la educación terciaria. Es decir que no 
se sigue el mismo patrón de primaria, de secundaria o de UTU, sino que se grava a los egresados de 
la educación terciaria para un fin muy loable como son las becas. Todos estamos de acuerdo en que 
las becas tienen que seguir existiendo y que incluso debería haber más, y para eso la universidad sin 
duda debe tener rubros para la infraestructura. 


Estamos de acuerdo en un cien por ciento con los fines, pero queremos saber cuáles son los 
argumentos o las razones para gravar a un sector de la población. Un argumento esgrimido es que, 
como la educación terciaria fue gratuita, esto sería como una matrícula o pago diferido, lo cual va en 
contra de lo que establece el artículo 71 de la Constitución. En lo personal no lo pienso así ¡pero quizá 
alguien sí lo haga] pero habría que modificar la Constitución; mientras ella sea la que es no puede 
pagarse por lo ya estudiado. 


Por otro lado, se dice que esto sería como un gravamen o un aporte por el disfrute económico 
de posibles mayores ingresos de un profesional, o sea, el disfrute económico de la educación recibida. 
Desde la implementación del IRPF, un sistema tributario con toda su lógica, franjas, etcétera, el disfrute 
económico (lya sea que con título gane $ 50.000 o sin título $ 30.0001] ya está gravado por ese 
impuesto. Entonces, esto sería como un segundo gravamen a lo mismo, al disfrute económico del 
producido por la educación. 


De hecho, por ejemplo, a una persona que estudió en la educación superior y gane $ 50.000 
le van a pagar un cierto líquido y a quien gane exactamente los $ 50.000 pero no es egresado de la 
educación superior (¡quizá haya cursado varios años pero no la terminó(1, le descuentan menos, o sea 
que no tiene que pagar Fondo de Solidaridad ni adicional. Los dos se quedan con un líquido diferente. 


SEÑOR SARAVIA.- Básicamente lo que están planteando es la reducción de años de aporte de 35 a 
25 años, como era antes. 


SEÑORA GARCÍA QUINTANA.- A 20 años. 
SEÑOR SARAVIA.- Antes era 25 años. 


Además, están proponiendo la eliminación del adicional y proceder a un cambio estructural en 
la administración porque, según entendí, el costo administrativo que hoy tiene el fondo es muy alto. 


Anteriormente, el fondo era administrado por ocho o nueve personas; luego, en el período 
200512010, pasó a dieciocho y hoy son cuarenta personas, cuyos sueldos han sido públicamente 
criticados por todo el mundo. 


Me gustaría saber qué razón existe para pasar de determinada cantidad de personas como 
administradoras del fondo, si cambió algo, ya sea en su estructura administrativa o de funcionamiento 
que haya llevado a ese enorme costo. Quizá haya razones para pasar de ocho, nueve o diez personas 
a dieciocho al final del período de 2008 y de ahí a cuarenta. Insisto: ¡quizá haya alguna razón! Digo 
esto, más allá de que todos somos críticos ("por lo menos de mi parte] de los exuberantes sueldos 
que cobran. Ya que ustedes conocen bien el funcionamiento del fondo, les pregunto si hay algo que 
realmente necesite ese enorme incremento en materia de burocracia administrativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero formular dos preguntas. 


En primer lugar, quisiera saber a quién le han presentado esta propuesta antes de llegar a la 
Comisión de Educación y Cultura del Senado. 


SEÑORA GARCÍA QUINTANA.- A nadie. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo planteo porque esta propuesta, por varios de sus artículos, requiere 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Por eso me interesaba preguntarles si han tenido algún contacto 
con el Poder Ejecutivo. 


La otra pregunta es la siguiente. Suponiendo que el presupuesto de la Universidad no se 
incrementara en términos absolutos ni relativos (es decir, no incorporara fondos adicionales para 
becas, con la propuesta del recorte del adicional y de los aportes y descontando los gastos de 
administración, ¿en cuánto se reduciría el monto asignado a becas? 


SEÑOR LORIER.- Yo me siento, de alguna manera, involucrado, porque soy profesional egresado de 
la Universidad de la República, pero quisiera saber quién establece los salarios y el número de los 
funcionarios, es decir, en dónde radica la presupuestación de este aparato burocrático que se ha ido 
montando. 


SEÑOR EULACIO.- Quiero aprovechar algunas de las preguntas que han planteado los señores 
senadores para poner el énfasis en un aspecto. Lo que estamos viendo es que de 1994 a la fecha se 
ha complejizado el sistema universitario terciario. Tenemos dos universidades públicas, una tercera en 
vías de concretarse, cuatro universidades privadas, 14 institutos universitarios. Es decir que se ha 
diversificado tremendamente. La creación de la figura del Fondo de Solidaridad ha tratado de cumplir 
con lo que establece la ley de enseñanza, que es un sistema nacional de becas. No es que esto 
explique la situación, porque creo que el sistema de administración debe ser afinado y debe mejorarse, 
pero la realidad se ha complejizado tremendamente. El sistema nacional de becas no contempla las 
becas de bienestar estudiantil, de la ANII, de las intendencias, etcétera. Entonces, esta era una 
contribución que hacíamos los profesionales en forma solidaria (ly seguimos pensando que el 
procedimiento es adecuado!', pero el tema se ha complejizado y han aparecido otros actores. En ese 
marco, como planteaba el señor senador Saravia, el Fondo de Solidaridad ha crecido tratando de dar 
respuesta a todo el sistema de becas, cuando en realidad parecería que el Uruguay debería discutir el 
tema como un sistema nacional de becas, con todos los componentes. Y permiítanme que vuelva a 
insistir: muchas veces nos olvidamos de que las 19 intendencias tienen becas, casas de residentes, 
etcétera. Es un volumen importante que tendría que ser debidamente coordinado, para poder hablar de 
un sistema nacional de becas. 


Por otro lado, quiero comentar que el sistema de gobierno del Fondo de Solidaridad está 
basado en una comisión administradora honoraria. Sin duda ya están las herramientas, pero, como 
toda institucionalidad, puede mejorar su administración. Creo que es hora de que en el Uruguay esta 
institución, al igual que otras, ponga la lupa en la mejora de su administración. Todas las instituciones 
tenemos que tomar conciencia de que debemos mejorar la administración, ser más eficientes y hacer 
un uso más equitativo de los recursos, pensando que lo que está en juego no es solamente una 
contribución, porque estamos hablando de la solidaridad de los uruguayos. Los profesionales 
uruguayos somos solidarios. Creemos que el Uruguay se merece que los profesionales contribuyamos 
a dar un ejemplo de cómo pueden administrarse adecuadamente esos fondos con las variantes que se 
han planteado. 


En la hipótesis de que no se acepte la derogación, proponemos una forma progresiva de 
derogación, de tal forma que la Universidad, que tiene planificadas sus actividades económicas (Usus 
becas, su infraestructura), pueda ir acompañándola. Es decir que tenemos una propuesta de 
derogación, que es la máxima aspiración, y otra que implica pensar en algo que sea gradual. 


SEÑOR DEBELLIS.- Soy consejero de la Agrupación Universitaria del Uruguay. 


Simplemente quiero decir que hoy los aportes al Fondo de Solidaridad son gravosos para 
muchos profesionales. Por distintas circunstancias, muchos no tienen suficientes ingresos para abordar 
este y otros aportes, por lo que estos significan  porcentualmente respecto a sus ingresos, 
particularmente para los profesionales jóvenes. Luego de los cinco años de gracia que establece el 
Fondo de Solidaridad, los profesionales todavía son jóvenes y, muchas veces, no han podido insertarse 
adecuadamente dentro de la actividad. 


Además, podemos pensar que esto se relaciona con situaciones que se plantean en la caja 
profesional, aunque no quiero profundizar en el tema. 


Quiero enfatizar, a su vez, en una cierta contradicción que hay entre este gravamen del 
Fondo de Solidaridad y el criterio establecido cuando se instaló el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, que es abarcativo y se supone que debería superar este tipo de impuestos. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Soy la presidenta de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


Quiero remarcar aquí que la educación en el país es gratuita. Podemos analizar la naturaleza 
jurídica del aporte; podemos decir que es un precio (y, en ese caso, lo estamos pagando todos, como 
una matriculación diferida'1, una contribución o un impuesto, pero es muy importante saber que hoy 
hay muchos profesionales que no pueden pagar los aportes a sus propias cajas. En el caso de los 
escribanos, hay dificultades para pagar la caja notarial, porque el trabajo se concentra en pocos 
profesionales: el 30 % de los escribanos tiene la mayor cantidad de trabajo. 


Vemos que estamos muy gravados y las generaciones jóvenes lo están padeciendo. Además, 
esto se suma a las demás cargas que tenemos, porque también pagamos el IRPF. En ese sentido, es 
bueno recordar que esto tuvo su razón de ser antes de que existiera el IRPF, pero ahora estamos 
doblemente gravados. 


También quiero remarcar que hay derechos humanos fundamentales que resultan violados. 
Cuando alguien no puede pagar el Fondo de Solidaridad es más gravoso todavía, porque ni siquiera 
puede cobrar su salario. Ese es un elemento fundamental a tener en cuenta, porque van a ir a trabajar 
pero no van a poder cobrar. 


Para finalizar, quiero decir que este trabajo que estamos presentando es fruto de un consenso 
y llevó muchos meses elaborarlo. Se trata de un documento que contiene propuestas de los 
profesionales ¡ladherimos a todas ellasí y, al respecto, nos gustaría que se adjuntara a la versión 
taquigráfica de esta comisión. Nuestra aspiración es que se logre tomar en cuenta el material que 
hemos presentado a los efectos de que podamos tener una oportunidad en la ley de rendición de 
cuentas para que, aunque sea en algo, se mejore nuestra situación. 


SEÑOR KREIMERMAN.- Voy a ser muy breve, ya que me voy a limitar a tratar de responder las 
preguntas de los señores senadores Lorier y Saravia, que referían al mismo tema relativo a la forma de 
administración del Fondo de Solidaridad. La pregunta que surge es por qué creció tanto el aparato que 
sostiene al Fondo, y sobre eso podríamos tratar de entender los motivos políticos que llevaron a ello. 
En lo personal, haría esa pregunta al Ministerio de Educación y Cultura, ya que su delegado es quien 
preside la comisión correspondiente y dirige las principales orientaciones del Fondo de Solidaridad. En 
la ley de educación se apunta a un sistema nacional de becas, pero el hecho de que ese sea o no un 
camino es algo que está por dirimirse, más allá de que quienes integramos la Universidad de la 
República pensamos que no es así, ya que se trata de una persona que está fuera del ámbito estatal. 
El Fondo de Solidaridad hoy es una persona de derecho público no estatal. 


En cuanto a la pregunta de la señora presidenta, debo decir que por el Fondo se recaudan 
alrededor de USD 18:000.000 anuales, de los cuales USD 16:000.000 se usan para becas. Eso 
representa un número de 8.000 becas de diez meses y no de doce, dato que no nos parece menor. 
Cada beca es de alrededor de 2 BPC, lo que da un total aproximado de $ 7.000. Quiere decir que con 
los USD 2:000.000 de diferencia se podrían cubrir 800 becas más. Al Fondo de Solidaridad aportan 
125.000 profesionales, de los cuales 120.000, aproximadamente, son egresados de la Universidad de 
la República. Por otro lado, el adicional significa un ingreso para la Universidad de la República de 
USD 13:000.000, monto que no se utiliza para becas, sino para obras de infraestructura o 
mantenimiento. Ese dinero corresponde a un rubro de pedido presupuestal de la Universidad. Como 
información extra, dentro del pedido presupuestal de la Universidad, cabe destacar que solicitó para sí 
misma USD 20:000.000 para becas, apuntando por un lado a solucionar el problema del Fondo de 
Solidaridad y, por otro, a administrar las becas que otorga. Hoy la Universidad tiene un presupuesto 
muy bajo en becas ya que, lamentablemente, ese rubro es casi cero, de acuerdo con la ley 
presupuestal de 2015, y otorga 200 becas a través del Departamento de Bienestar Universitario. Esto 
nos parece que es un número muy bajo, teniendo en cuenta que la Universidad tiene más de 100.000 
estudiantes. No sé si esto responde la duda de la señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, muchas gracias. 


SEÑORA GRAÑA.- Quería reafirmar lo que dijo la escribana Ramírez con respecto a los derechos 
humanos y lo que sucede con el Fondo de Solidaridad. Cuando se ingresa a la Universidad el 
estudiante piensa que hace una carrera gratuita, estudia, se recibe y si no puede pagar el Fondo de 
Solidaridad termina embargado. Muchos de nuestros asociados se han enterado de esto porque 
cuando fueron a sacar un préstamo en la Agencia Nacional de Vivienda les dijeron que estaban 


embargados por no haber pagado el Fondo de Solidaridad. Lo más grave es que ni siquiera se les 
avisó de esa situación. 


Por consiguiente, el estudiante ingresa y egresa de una carrera que se dice que es gratuita y 
termina embargado judicialmente por no haber podido pagar el Fondo de Solidaridad. Hemos visto 
muchos casos así. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Contestando la pregunta que formuló el señor senador Lorier, el hecho de 
que sea una persona pública no estatal quiere decir que no forma parte del Estado y que en este punto 
no rige la materia presupuestal. 


Por otra parte, la señora presidenta hizo referencia a algo que me parece que va a ser 
importante. En todo lo que proponemos no hay ninguna exoneración; ese simple hecho implica que no 
hay iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, y el legislador tiene plena iniciativa para disminuir 
impuestos, tributos y demás, consagrada en el inciso segundo del artículo 133 de la Constitución de la 
república. Digo esto porque, obviamente, cualquier legislador podría hacer suyas alguna o algunas de 
las propuestas que estamos planteando, ya que reitero el tema no requiere iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Esta última está limitada exclusivamente a las exoneraciones. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que recién estamos tomando contacto con este texto. Esta es 
la primera comisión a la que vienen; tengan la seguridad de que vamos a enviar la versión taquigráfica 
al Fondo de Solidaridad y a los Ministerios de Educación y Cultura, y de Economía y Finanzas, así 
como también la propuesta que nos han traído. 


Lo que tenemos que dirimir es si el tratamiento de este asunto le compete a esta comisión o 
hay que derivarlo a la Comisión de Hacienda, pero eso vamos a resolverlo después. 


Lamentamos lo exiguo del tiempo de que dispusieron y les agradecemos enormemente que 
hayan comparecido y nos hayan planteado una propuesta bien concreta. 


(Se retiran de sala los integrantes de la Asociación Uruguaya de 
Egresados Terciarios de la Educación Pública). 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 

(Son las 18:01). 


Propuesta de reforma del Fondo de Solidaridad 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


